[image: image1.jpg]lveroni

Fdiciones



                                 EL DERECHO SINDICAL Y LA ACCIÓN JUDICIAL

                                                                                           ALICIA GRACIELA ULLA DE TORRESAN

TSJ LA RIOJA

Autos: “XANTE S.A. – CASACION PARCIAL” (Autos: “Banegas Luis Hipólito c/ Xante S.A. –  Despido” Expte. Nº 10.423 – Letra “X” – Año 2.008.

Sentencia del 15-03-2010

TUTELA SINDICAL-DESIGNACIÓN DE LOS REPRESENTANTES SINDICALES

“...la estabilidad se hace operativa en tanto y en cuanto se haya dado cumplimiento a las exigencias que la ley nacional Nº 23.551  estableció en relación al modo, tiempo y lugar de la elección de los representantes sindicales. Lo que prima en el espíritu y en la letra de la ley nacional es  precisamente la democratización de toda la actividad  y marco sindical. En consecuencia si el estatuto al cobijo del cual se designó la “Comisión Normalizadora”, que designó al actor como Secretario Adjunto, no cumplió con los mandatos de la ley; el mismo no puede ser soporte del acogimiento de las pretensiones indemnizatorias extraordinarias del actor....Tampoco amerita la nulidad del acto, declarado por el magistrado de grado anterior, el amparo de un estatuto que violenta la ley madre, y los parámetros de la necesariedad de la existencia de sindicatos que actúen conforme la directriz matriz del art. 14  bis de la CN, cuando exige una organización sindical “libre y democrática”. Además, el actor remitió telegramas donde expresamente invocó la tutela de la ley 23.551; pero es el caso, que como bien lo afirmó el aquo, la misma no contempla la situación de una comisión directiva que no reúna en su constitución, la raigambre necesariamente electiva de sus representantes. El artículo 16 es expreso, cuando exige: Los estatutos deberán ajustarse a lo establecido en el artículo 8vo. A su vez, éste requiere “… c) La efectiva participación de los afiliados en la vida de la asociación, garantizando la elección directa de los cuerpos directivos en los sindicatos locales y seccionales…”. De lo expuesto se colige que la decisión del magistrado al acudir al estatuto, que vulneraba la ley nacional, y que utilizó el Secretariado Nacional de la UATRE para designar esta Comisión Transitoria, violentó el principio de razón suficiente. Fácil resulta advertir,  que la designación -sin elección- del Secretario General de La Rioja, se practicó en Buenos Aires, donde no era el lugar de prestación del débito laboral. Además los testimonios que alegaron las casacionistas, dieron cuenta de la existencia de una comisión  (Mugas y Celis Mercado) fueron desplazados del análisis que practicó el juzgador, sin brindar el menor fundamento de esa realidad que se acercó a la audiencia.- Tampoco se aplicó el procedimiento por ley estatuido, por lo que no pueden tornarse operativas las garantías que del régimen tutelar emergen.- Afirmo que de este modo, se contradijo  el derecho de libre asociación de los trabajadores garantizado por el art. 14 bis de la Constitución Nacional y, entre otros tratados internacionales, por el Convenio 87 de la OIT; como asimismo se perjudicó al trabajador, porque el art. 8 citado precedentemente es claro al ordenar que los estatutos deberán ajustarse a lo establecido en la ley. Esta, siguiendo sus antecesoras,  -estableció para la designación de dirección y administración- la forma electiva, prescribiendo que sus integrantes serán nominados mediante el voto directo y secreto de los afiliados o congresales.- De esta manera la norma prescribió, que el régimen electoral debe asegurar la voluntad de la mayoría, además al prescribir la votación directa y secreta – es decir mediante la emisión personal del sufragio en las urnas- excluye otras modalidades de manifestación de la voluntad o formas comiciales como el voto por aclamación o el voto por poder, admitiendo como excepción el voto por correspondencia según las modalidades propias de la actividad laboral.( CORTE Nestor T. El Modelo Sindical Argentino Nuevo Régimen legal de las Asociaciones Sindicales, Ley 23551 Decreto reglamentario 467/88 Ed. Rubinzal Culzoni Santa Fé 1988).-  Por lo expuesto, el aquo incurrió en ilogicidad y falta de razón suficiente al sostener que el despido se produjo encontrándose el actor amparado por la tutela sindical, siendo sus fundamentos violatorios de las constancias de la causa, y de las exigencias  prescriptas por la ley Nº 23.551, en concordancia art. 14 bis CN.” (del voto del Dr. Ángel Roberto Ávila al que adhiere la Dra. María Elisa Toti)

“...ante la falta de previsiones específicas de las normas de la ley 23.551 respecto del modo en que pueden crearse nuevas Seccionales sindicales y siendo de público y notorio –al menos en el ámbito de actuación profesional de las partes de este proceso- que la Seccional La Rioja – Capital de UATRE, al momento del dictado de la Resolución Nº 159/05 de su Secretariado Nacional no se encontraba constituida, no contraría ninguna disposición legal aceptar –como hiciera el aquo- que el procedimiento necesario para la creación de una Seccional, sea el establecido por el artículo 73 de su Estatuto, el cual prevé que a los efectos de crear una Seccional donde no la hubiere, el Secretariado Nacional nominará una Comisión Transitoria de cinco miembros, la que procederá a su normalización en la fecha en que se convoque a elecciones nacionales de Seccionales; ello por cuanto, los estatutos de las asociaciones sindicales son dictados como consecuencia de la habilitación prevista por el legislador en los artículos 8, 16, 21, 24, 56 y 64 de la ley 23.551, resultan debidamente reconocidos por la autoridad de aplicación de la ley y son considerados por la doctrina como “…la ley mayor del sindicato, la que orienta su desarrollo, marca sus fines y limita la capacidad fundamentando su existencia y al mismo tiempo legitimándola; son así, en suma el cuerpo legal que la entidad se da a sí misma como conjunto de reglas que establecen los derechos y deberes de los asociados y el régimen de desenvolvimiento de la asociación” (CABANELLAS, Guillermo, Derecho Sindical y Corporativo, Ed. Atalaya, Bs. As., 1946, p. 307)”.(del voto en disidencia del Dr. José Nelson Luna Corzo).

